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Resumen: Este trabajo analiza el nacimiento del Estado moderno en España desde la pro-
blemática de la Justicia. Los procesos judiciales de la primera mitad del siglo
XIX muestran los mecanismos por los cuales el aparato judicial del absolutis-
mo no aceptaba la igualdad jurídica del liberalismo. Un entramado personal
formado en el mundo local, escenario ideal del nuevo marco de representación
pública, que sirve también para observar las estrategias de resistencia ante los
nuevos proyectos constituyentes .
Abstract: This work explains the transition from the Ancien règime to the liberal system
in Spain focused in the Court administration. The judicial proceedings of the
first half of the 19 th century show the reasons why the judicial system of the
absolutism did not accept the legal equality of liberalism. A personal network
formed in the local world –ideal setting for the new context of public
representation– that also serves to observe the strategies of resistance to the
new constitutional framing projects.
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1. UNIFICACIÓN Y PLURALIDAD: LÍMITES DE LA REFORMA
ILUSTRADA
El comienzo de la tarea centralizadora en la Administración en el siglo
XVIII supone, para muchos autores, el verdadero precedente de una serie de
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reformas técnico-políticas que no fueron ajenas al edificio de la Justicia1. El
27 de abril de 1791, en el discurso que sirvió para la apertura de la Real Au-
diencia de Extremadura, Juan Meléndez Valdés, que dos años antes había
iniciado su carrera de Magistrado en la Audiencia de Zaragoza (donde co-
noció a Antonio Mon, con el que entró en la Sociedad de Amigos del País
aragonesa), desgranó el ideario reformista directamente influido por Becca-
ria, Voltaire o Lardizábal y Uribe. Éste, a su vez, en calidad de miembro del
Consejo de Castilla y tras su paso por la Audiencia de Granada recibió el en-
cargo de una recopilación legislativa española de la que nació su obra, pu-
blicada en 1782,  Discurso sobre las penas. Años más tarde Lardizábal  asistiría
a las Cortes de Cádiz.
Las propuestas de actuación y reforma planteadas por Meléndez Valdés
pueden sintetizarse en los siguientes aspectos: suavizar la condición del de-
lincuente; abreviación de las pruebas de su defensa o de su condenación; ha-
cer un castigo más análogo con la ofensa; abolir la tortura; arbitrar justas in-
demnizaciones para los reos condenados por error, e implantar un código,
en la parte criminal, adecuado al carácter y las circunstancias de la nación, y
no tomado, como en el Derecho Romano, de otras civilizaciones antiguas y
alejadas de la “cultura actual” de los pueblos. En la parte de las leyes civiles,
Meléndez Valdés, destacó como errores generales, el establecimiento de ca-
sos en lugar de principios, la consideración de ley de una singular opinión
particular y la complicación de los procesos en detrimento de los interesa-
dos2. 
Estas son sólo dos de las líneas de las reformas ilustradas, que siguieron
apareciendo en todo el desarrollo del Derecho a lo largo del siglo XIX, en es-
pecial en la lucha por dirigir el proceso de codificación. Sobre todo por su
énfasis y atención a la plasmación social que todo sistema jurídico represen-
ta y, en especial, para el anhelo político de la era liberal, el enfoque de la co-
1 J. PAREDES, La organización de la Justicia en la España liberal, Civitas, Madrid, 1990,
p. 24.
2 J. MELÉNDEZ VALDES, Discurso de apertura de la Real Audiencia de Extremadura, 27 de
abril de 1791, Mérida, Asamblea de Extremadura, 1991, p. 88. La influencia de la corriente hu-
manizadora del Derecho puede rastrearse en la literatura, en Cadalso, en el Jovellanos de El
delincuente honrado, en el Don Álvaro o la fuerza del sino del Duque de Rivas, o en el Discurso so-
bre la tortura escrito por Juan Pablo Forner entre 1792 y 1793 y que puede consultarse en la
edición de Santiago Mollfulleda, Barcelona, Crítica, 1990 o en el capítulo VI de La tortura en
España de Francisco Tomás y Valiente, Barcelona, Ariel, 1994.
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dificación que realizó Francisco Tomás y Valiente3 sigue siendo muy válido
para la disciplina histórica, porque expresa con precisión la desigualdad en
los ritmos de introducción del sistema jurídico liberal (el Código de Comer-
cio fue aprobado en 1829 mientras que el Civil no llegó hasta 1889) y de sus-
titución y transformación de las instituciones, entre las que se comprenden
las propiamente judiciales. 
La división clásica de cuatro fases codificadoras puede ser complemen-
tada con el análisis de otros textos legales, a fin de entrever las disposiciones
que incluían la propia organización de la Justicia y el papel de los Ayunta-
mientos en el proceso de organización del Estado liberal. 
Finalmente, a pesar de los movimientos y reorganizaciones en el ámbito
de la Justicia, sobre todo con la finalidad de constituir una potente red de in-
formación, control y represión, el absolutismo fernandino se precipitó en el
seno de una crisis múltiple4 (crisis política interna, crisis del modelo de Im-
perio Transoceánico que agravaba más el estado hacendístico junto a las
malas cosechas en los años 1803 y 1804 y, finalmente, Guerra de la Indepen-
dencia) que ideológicamente veía cuestionada su forma de comprender y
explicar la sociedad, compuesta por un conjunto de corporaciones y grupos,
a cada uno de los cuales se les atribuía una función social determinada y ca-
racterística a sí misma y que “precisamente para facilitar el cumplimiento de
esa función social específica era para lo que a los miembros de cada esta-
mento se les otorgaba un régimen jurídico diferenciado.”5 
La jurisdicción en el Estado absolutista recaía directamente en el poder
real como titular de una Justicia que se ejercía como concesión, fruto de un
esquema extendido mucho tiempo atrás en la construcción de la sociedad
estamental. La jurisdicción eclesiástica seguía las mismas directrices en
nombre del Papa, la universitaria en nombre del Rector, por no mencionar
las jurisdicciones y tribunales especiales, que se llevaban a cabo dentro de la
figura de la jurisdicción real ejercida, por la que el monarca delegaba la ad-
3 F. TOMÁS y VALIENTE,  Manual de historia del derecho español.,Tecnos, Madrid, 1997.
Códigos y Constituciones (1808-1978), Alianza, Madrid, 1989. J. JOVER (dir), Historia de España
Menéndez Pidal,. T-XXX, Las bases políticas, económicas y sociales de un régimen en transformación
(1759-1834), Espasa Calpe, Madrid, 1998.
4 A. BAHAMONDE  y J. MARTINEZ, Historia de España. Siglo XIX, Cátedra, Madrid,
1998.
5 B. GONZALEZ ALONSO, “Del Estado Absoluto al Estado Constitucional”, Manus-
crits, núm. 4/5,  1987, pp. 81-82.
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ministración de justicia en sus tribunales6. Esta diversidad de jurisdicciones
y tribunales, comunes y privilegiados, por establecer una clasificación en re-
lación a su naturaleza, provocó innumerables casos de conflictos de compe-
tencias agudizados, en la transición al régimen liberal, por una serie de fac-
tores que fueron determinantes para la evolución de la Justicia en el peculiar
contexto histórico de la España decimonónica.
Un aparato judicial con la mayoría de su personal habituado a los proce-
dimientos del Antiguo Régimen, donde el Corregidor era la base efectiva de
la justicia ordinaria desempeñando las funciones judiciales dentro de su co-
rregimiento, ejerciendo como justicia principal de las poblaciones compren-
didas en dicho término. Por encima y en la cúspide del sistema judicial del
Antiguo Régimen se encontraba el Consejo Real, como órgano colegiado su-
premo del Estado absoluto, con atribuciones legislativas, gubernativas y ju-
diciales. Ambos extremos sufrieron por igual esta transición jurisdiccional,
sobre cuyos precedentes no existe aún hoy acuerdo. Es muy posible que el
punto de arranque no fuese un efecto inmediato ni tampoco fruto única-
mente del proceso de ruptura iniciado con la construcción del Estado libe-
ral. 
Señoríos y corporaciones que mantenían sus jurisdicciones o goberna-
ban dentro de la propia Monarquía en instituciones o distritos territoriales,
como la Iglesia, la nobleza, los gremios, los consulados mercantiles, la Uni-
versidad, el soporte social del privilegio en el absolutismo. Frente a ellos se
había ido gestando la idea de establecer un Derecho general, de nueva con-
cepción, frente a estos privilegios y derechos particulares históricos. Las
Cortes de Cádiz iniciaron en 1812 la labor codificadora de ruptura con el de-
recho procesal del Antiguo Régimen basado en el Derecho Romano-Canóni-
co, entroncando con gran parte de los principios de secularización que se
habían difundido desde la Ilustración, por los que se clausuraba todo carác-
ter divino del monarca y su justicia por las dimensiones de obra humana y
pacto social que desarrolló la filosofía del Derecho. Pero, como se ha desta-
cado dentro de la misma corriente que sigue considerando poco valorado el
peso de las reformas ilustradas, desde el punto de vista del Derecho, tam-
bién la obra de Cádiz tuvo sus límites teóricos que soslayaron la edificación
de un régimen político basado en el principio de legalidad, en el imperio de
6 J. SAINZ GUERRA, La administración de justicia en España (1810-1870), Eudema, Ma-
drid, 1992, p. 27.
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la ley y se transformaron en límites jurídicos, como “la imposibilidad de sal-
vaguardar la ley mediante un sistema de casación, ni tampoco establecer la
necesidad de motivar las sentencias”7. 
Los historiadores del Derecho han atribuido normalmente estos proble-
mas a la dificultad en la transición del Antiguo Régimen. Los breves perío-
dos liberales, las sucesivas restauraciones absolutistas y, luego, la guerra, se
han expuesto como ejemplo de la dificultad de la quiebra absolutista y la
normalización liberal en España, pero también convendría hacer una re-
flexión sobre la propia evolución doctrinal y la articulación de un liberalis-
mo que, al menos en la primera mitad del XIX, como afirmó Alicia Fiestas8,
no llegó a elaborar un Código que significara ese alejamiento definitivo de
los principios inspiradores del proceso penal español, tal vez por  la necesi-
dad de control y afirmación del monopolio punitivo del Estado, pero tam-
bién por la continuidad en los medios locales de conocimiento vecinal y de
control de la violencia y del orden público, tan esenciales en un hábitat rural
predominante y no sólo por la presencia del Ejército o la Guardia Civil9.
2. EL PARTIDO JUDICIAL: EL SUEÑO DE LA JUSTICIA LETRADA
La imposibilidad de instaurar un nuevo edificio legal, convirtió el des-
mantelamiento de los resortes del poder absoluto en una necesidad vital pa-
ra el primer liberalismo; por eso la articulación de la Justicia y su interrela-
ción con los poderes locales que debían ser fieles al nuevo régimen fue
prioritaria. La obra legislativa de las Cortes de Cádiz señaló el camino del
posterior desarrollo reglamentario del liberalismo. La primera de sus fases,
cargada de simbolismo y futuros referentes en la disolución del Derecho del
Antiguo Régimen es la que Tomás y Valiente llamó “preludio gaditano” que
se extiende entre 1808 y 1823; sobre ella se estableció una base de acción cen-
7 E. GARCIA DE ENTERRIA, La lengua de los derechos. La formación del derecho público eu-
ropeo tras la Revolución Francesa, Alianza, Madrid, 1994, p. 124. Para una óptica política desde
la extensión propagandística de la soberanía nacional: A. FERNÁNDEZ GARCIA, “La cues-
tión de la soberanía nacional”, Cuadernos de Historia Contemporánea, núm. 24, 2002, pp. 41-59.
8 A. FIESTAS LOZA, “Codificación procesal y estado de la administración de justicia”,
p. 427, en J.L. GARCÍA DELGADO, La España de la Restauración. Política, economía, legislación y
cultura. Siglo XXI, Madrid, 1985, pp. 413-433.
9 G. GÓMEZ BRAVO, Crimen y castigo. Cárceles, delito y violencia en la España del siglo
XIX, Catarata, Madrid, 2005. 
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trada en los principios de soberanía nacional, la separación de poderes y la
unidad en la jurisdicción; aspectos todos ellos que suponían el fin jurídico
de la monarquía absoluta, de la desigualdad jurídica de los súbditos propia
de la sociedad estamental,  del régimen señorial y la pluralidad de fueros,
pero también de una nueva andadura administrativa que abriría las puertas
a muchas familias bien posicionadas, tradicionalmente influyentes en el ám-
bito local y provincial 10. 
El Decreto de 31 de abril de 1834, que subdividía las provincias en Parti-
dos Judiciales, movido por el principio de administrar justicia con mayor ra-
pidez en los pueblos, haciendo coincidir la demarcación judicial con la admi-
nistrativa, fue la piedra de toque de todo el diseño posterior de la Justicia en
primera instancia. Con la reforma de Javier de Burgos, la unidad provincial de
tipo napoleónico se subdividió en Partidos Judiciales (Real Decreto de 26 de
enero de 1834 sobre división del territorio en Audiencias y el referido sobre
división de las provincias en partidos judiciales aprobado el 21 de abril de
1834)11. Se va cumpliendo entonces el proyecto de las Cortes de Cádiz de Al-
caldes como jueces de paz, jueces letrados como jueces de Partido, Audiencias
Territoriales y Tribunal Supremo, diseñado en el Reglamento de 1835. Entre
marzo de 1834 y septiembre de 1835 se dictaron seis decretos, básicos para la
materialización de la reforma del Estado en el primer liberalismo que además
marcan la diferencia esencial con el modelo gaditano, el primero reformista a
través de la Constitución y el segundo, temporalmente hablando, reformista a
través de la vía gubernamental del Real Decreto, asumiendo la Justicia su sub-
ordinación a la normativa del Ejecutivo y su propia acción política12.
En todos los procesos que conducen a la construcción del nuevo aparato
legal, se aprecian ya las esferas decisivas para la ejecución de los proyectos
10 F. TOMÁS y VALIENTE,  Manual de Historia del Derecho español, Tecnos, Madrid, 1997.
F. TOMÁS Y VALIENTE Códigos y Constituciones (1808-1978), Alianza, Madrid,1989.
11 Real Decreto de 4 de abril de 1834; citado en M. APARICIO,  El status del Poder Judicial
en el constitucionalismo español (1808-1936), Universitat de Barcelona, Barcelona, 1995, p. 51.
También,  A. MESA SEGURA, A., Labor administrativa de Javier de Burgos, Instituto de Estu-
dios de Administración Local, Madrid,1964.
12 Supresión del Consejo de Estado y sustitución del Consejo Real de España e Indias de
acuerdo a la división ministerial. Supresión de los Consejos de Castilla e Indias y sustitución
por el Tribunal Supremo de España e Indias. Supresión del Consejo Supremo de Guerra y
sustitución por el Tribunal Supremo de Guerra y Marina. Supresión del Consejo de Hacienda
y creación del Tribunal Supremo de Hacienda. Declaración de la necesidad de reformar el
Consejo Real de las Órdenes militares.
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de ruptura irreversible con el Antiguo Régimen. Una seguía en la escala pi-
ramidal diseñada para la articulación territorial: la Diputación. Otra, el Juez
de Primera Instancia, como institución fundamental en la vida cotidiana y
local, que los liberales querían tener de su lado. Al mismo tiempo, comenzó
a desarrollarse un proceso esencial en la cristalización del siglo XIX español:
la desamortización, que durante muchos años definió la arquitectura legal,
favoreciendo el gran traspaso de edificios y funciones de una época a otra.
En el Reglamento de 1807 quedó planteado ya el problema de encontrar los
edificios suficientes. El proceso desamortizador vino a aportar los espacios a
reutilizar, de fondo quedaba plasmado con toda su fuerza simbólica el tras-
paso a las funciones civiles de los edificios eclesiásticos. La Ley de Reforma de
Regulares, de octubre de 1820, estableció en su artículo 23 que todos los bie-
nes de las órdenes religiosas suprimidas quedasen a disposición de la Ha-
cienda para cubrir la escasez con la que ésta se desenvolvía, razón de peso e
ideal que estuvo detrás de las posteriores leyes desamortizadoras. Pronto no
habría mucha dificultad en encontrar conventos y edificios religiosos en la
mayoría de ciudades y pueblos, ya que con motivo de la supresión de las co-
munidades había muchos edificios vacíos, que pasaron a ser  Juzgados de
Primera Instancia de Partido. 
En la misma línea de creación de demarcaciones o partidos judiciales, y
de la dirección del proceso desamortizador para dotar de espacios el nuevo
edificio legal, la Justicia ordinaria se preparaba para la multiplicación de sus
funciones que se extendían por los centros administrativos mas destacados.
Todo ello engrandeció enormemente las perspectivas de los notables locales
y no sólo porque muchos de ellos vendieran reiteradamente al Estado aque-
llos edificios que habían adquirido a bajo precio en subasta. La Ley Ayunta-
mientos de 1835 ponía a cargo de los alcaldes la ejecución de los acuerdos, la
policía urbana y rural, la inspección de los establecimientos y obras munici-
pales, la presidencia de los remates públicos, la concesión del permiso para
los espectáculos y diversiones públicas que debía presidir en defecto del Jefe
Político y, en definitiva, desempeñar las funciones judiciales que le designa-
ban las leyes. La concentración de funciones institucionales en los edificios
desamortizados también se plasmó en la nueva concepción de la pena, que
rebasaba con mucho aquella que presidía las viejas cárceles de custodia. La
diferencia fundamental llegó de la mano de las atribuciones judiciales, de la
instalación de los Juzgados de Primera Instancia y las Audiencias y de otros
edificios, símbolos todos ellos del llamado “liberalismo emergente” y de su
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voluntad pedagógica de cambio, que enlaza nuevamente con el ideario re-
formista ilustrado13.
Toda esta concentración administrativa queda expresada, algunos rasgos
urbanísticos particularmente, en aquellos edificios desamortizados y reutili-
zados, donde quedaron  muy marcadas esas dos líneas de delimitación y con-
centración de funciones: la carcelaria y la judicial, símbolo del tránsito de la
cárcel de custodia a la pena sustantiva de privación de libertad14. Aún no se
había aprobado el Reglamento Provisional para la Administración de Justicia de 26
de septiembre de 1835, ni se habían depurado los escalafones más altos de la Jus-
ticia absolutista, pero esta distribución de las salas señala las que serían las ta-
reas básicas de los Juzgados de Primera Instancia, así como el afianzamiento
de las competencias de los Partidos Judiciales y sus respectivos centros admi-
nistrativos. Sin embargo, los avances en materia judicial, con la extensión de
los juzgados y el apoyo de las corporaciones constitucionales, no puede encu-
brir la realidad de unas cárceles decididamente arcaicas y mucho más ligadas
al continuismo de los procedimientos del Antiguo Régimen que de los anun-
ciados cambios liberales del Trienio, que en materia carcelaria no tiene ningu-
na disposición legal aparte de instar a la caridad de los presos en la Ley de Be-
neficencia de 1822. Los derechos constitucionales eran muy débiles en una
estructura tan cerrada y dependiente de una forma de organización concebida
como regalía, que en realidad seguía los principios designados en la delimita-
ción de la pobreza del camino utilitarista ilustrado15.
3. EL PAPEL DE LOS MUNICIPIOS
En estos años de vaivenes políticos, de rápidos y breves cambios, las au-
toridades iban y venían según soplaban los vientos políticos de la violen-
cia16. En muy poco tiempo, un alcalde o un alguacil podía ser nombrado y
destituido por otro que, a buen seguro, no lo iba a olvidar. Pero es importan-
13 F. SANTAMARÍA LAMBAS,  El proceso de secularización en la protección penal de la liber-
tad de conciencia, Universidad de Valladolid, 2002, pp. 126-127.
14 C. GARCÍA VALDÉS, La ideología correccional de la reforma penitenciaria española del siglo
XIX, Edisofer, Madrid, 2006.
15 G. GOMEZ BRAVO, “La violencia y sus dinámicas en el siglo XIX español”, Historia
Social, núm. 51, 2005, pp. 93-111.
16 J-P DUVIOLS, A. MOLINIE-BERTRAND, La violence en Espagne et Amérique (XV-XIX
siècles), Presses de la Université de Paris-Sorbonne, París 1997.
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te señalar que por encima de las diferencias políticas que se deslindan
entre la nueva y la vieja Justicia, había un conjunto de relaciones perso-
nales decisivas para mantener una situación privilegiada en el paso al ré-
gimen liberal. En este punto, el mundo local se mostró entonces como el
espacio idóneo para alcanzar las nuevas virtudes públicas mediante la
continuidad en las formas de gobierno tradicionales. El peculiar desarro-
llo codificador, el vacío reglamentario y la penuria presupuestaría, ade-
más de la propia estructuración administrativa y política del Estado de-
cimonónico, fueron los soportes de los poderes locales durante todo este
período; unas deficiencias que aumentaron considerablemente en algu-
nos aspectos y que supusieron el despliegue de toda su influencia en fa-
ses políticas posteriores17.   
Desde el punto de vista de la formación de la Justicia, la consideración
que como autoridad gozasen en el medio local los jueces, los alcaldes, los re-
gidores, los corregidores o los jefes políticos fue sumamente importante. En
ocasiones, este reconocimiento propio jugó un papel más efectivo que el fija-
do sobre el diseño político de las atribuciones de cada figura. La parcela que
separaba a la pluralidad estamental de la división de poderes no estaba tan
labrada como a veces se dice, aunque parecen advertirse ciertas diferencias
en los surcos que hacían unos y en los que hacían otros.
Por ejemplo, Máximo de Arambares era el alcalde de Cazalejas, una pe-
queña localidad cercana a Talavera de la Reina. Máximo hacía los surcos co-
mo los de toda la vida y no le gustaba demasiado esa palabrería altanera y
esas formas nuevas de labrar el futuro. Aunque firmaba sus mandatos el re-
gidor porque él no sabía escribir, nadie le daba importancia y todo el mundo
recordaba aquella vez, por carnaval de 1832, en que hubo un gran alboroto
en la taberna que terminó a silletazos y él tuvo que intervenir poniendo a to-
dos en la cárcel. No habían pasado ni tres años y el nuevo alcalde era muy
17 E. TOSCAS, “El estudio de las estructuras de poder local en el siglo XIX: aspectos me-
todológicos”, Hispania,  núm. 201, 1999, pp. 37-50. J. PRO, “La formación de la clase política li-
beral en España (1833-1868)”, Historia Contemporánea, núm. 23, 2001, II, pp. 445-462. P. CARA-
SA, “El poder local en la castilla de la Restauración. Fuentes y métodos para su estudio”,
Hispania, núm. 201, 1999, pp. 9-36. J. IZQUIERDO, El rostro de la comunidad. La identidad del
campesino en la Castilla del Antiguo Régimen, CES, Madrid, 2000. J. TUSELL, “La Restauración
revisitada”, Claves de razón práctica,  núm. 140, 2004, pp. 54-62. A.LARIO, El Rey, piloto sin brú-
jula. La Corona y el sistema político de la restauración (1875-1902), Biblioteca Nueva, Madrid,
1999. VARELA, J (dir),  El poder de la influencia. Geografía del caciquismo en España (1875-1923),
M. Pons-Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2001.
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distinto. Se llamaba Julián González, había estudiado leyes y le gustaban
esos surcos nuevos, a los que llamaba “derechos”, pero no le iba a resultar
fácil la tarea de defenderlos. El 24 de Noviembre de 1835 reclamó para que
se cumplieran los de un vecino, Manuel Gómez, “maestro de postas de soto
cochino”, pero no lo hizo ante el juez de su término, sino ante la Audiencia
Territorial, una institución recién creada18.
Todo había empezado dos años antes, cuando se instruyó un proceso
por el robo de 5 mulas que el juez competente, a instancias de la Chancillería
de Valladolid, desestimó, y que el alcalde pretendía reabrir. Pero no fue jurí-
dica la única naturaleza de este proceso y de este fallo, también lo fue políti-
ca, entre los extremos de un juez que sólo reconocía la Chancillería, y un al-
calde que apelaba al Tribunal Supremo, la cúspide del diseño de la Justicia
liberal desde la Constitución de Cádiz. La resistencia a reconocer e instruir
de acuerdo al ordenamiento liberal por parte del juez, expresaba el conflicto
latente a lo largo de todo el sigo XIX entre la Justicia letrada y la municipal y
también el de sus apoyos sociales. La resistencia se enfrenta al cambio, que
asiste impávido ante la facilidad con que se confirma la vieja sentencia den-
tro de la nueva estructura judicial. La denuncia del alcalde es clara: “se pue-
de pues asegurar que la citada orden de la Real Audiencia de Madrid ha si-
do ganada con los vicios de obrección y subrección, y en este caso quieren
nuestras leyes que se obedezcan y no se cumplan”19.
El representante de la parte acusada del robo, dos labradores de Dagan-
zo, era don Pedro Gómez de la Serna, del claustro de la Universidad de Al-
calá, quien además de ostentar la Cátedra de Práctica Forense, era amigo del
Corregidor, quien a su vez lo era del juez y de otros muchos y notables ami-
gos20. Los acusados apostaron a sabiendas de que, a pesar de los cambios
políticos, la “vieja maquinaria” seguiría funcionado21. El alcalde liberal tam-
bién parecía saberlo y por eso apeló en el recurso a la propia estructura polí-
18 Archivo General de la Administración. Justicia. Leg. 14027.
19 AGA . Justicia. Leg. 14027.
20 Pedro Gómez de la Serna había sido Subdelegado de Policía de Madrid y Corregidor
de Alcalá. L.E. OTERO CARVAJAL, P. CARMONA PASCUAL, y G. GOMEZ BRAVO,  La
ciudad oculta. Alcalá de Henares 1753-1868. El nacimiento de la ciudad burguesa, Fundación Cole-
gio del Rey, Madrid, 2003.
21 Así denomina Tomás y Valiente al viejo entramado judicial y político del Antiguo Ré-
gimen que subsiste en el siglo XIX. E. P Thompson designaba el mismo conjunto bajo “la vie-
ja corrupción”. E. P. THOMPSON, Costumbres en común, Crítica, Barcelona, 1992.
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tico-jurídica creada para el desmantelamiento de estos resortes, la esencia
judicial del orden absoluto. 
Tras la muerte de Fernando VII, y como primer paso en la ruptura for-
mal con el Antiguo Régimen, se dictó un Reglamento provisional para la Admi-
nistración de Justicia, que mantuvo al Tribunal Supremo y a las Audiencias
en el primero y segundo lugar de la organización de los tribunales, colocan-
do detrás de las últimas, sucesivamente a los jueces letrados de Primera ins-
tancia y a los alcaldes22. Lo que estaba en cuestión, como se advertía en este
juicio, era la capacidad de adaptación al cambio institucional o su resisten-
cia, que en el ámbito de la Justicia ordinaria pasaba por la estructura judicial
y la dimensión política de los Ayuntamientos dada en el proyecto de cons-
trucción del Estado. La lucha de los poderes de representación de ambos
bandos se aceleraba en el tiempo de la coyuntura política por un lado, la que
anima la petición del alcalde, mientras que por otro, quedaba enquistada en
el espacio de los jueces y su lucha por excluir elementos nuevos, que en todo
momento consideraron no profesionales o no competentes23. 
La derrota total de los “serviles”, nombre con el que los liberales deno-
minaban peyorativamente a los absolutistas, pasaba por su desalojo de las
instancias jurídicas. No en vano, el 29 de junio de 1822, las Cortes liberales
habían autorizado al Gobierno unas Ordenanzas para el régimen interior de
todas las Audiencias, en línea con otras medidas de reforzamiento del apa-
rato judicial interno y su adhesión al sistema constitucional, como colofón a
la depuración política; según esta “era necesario que hubiera pericia sufi-
ciente para el control de la conformidad de las decisiones con el nuevo or-
den jurídico-político”24.
No conviene perder de vista, por otro lado, que el conflicto entre las di-
ferentes instancias judiciales, entre el Tribunal Supremo o la Chancillería,
era heredero de la dinámica y funcionamiento de la pluralidad jurisdiccio-
nal, una realidad en la práctica más compleja que su mera expresión en el
plano teórico de la conflictividad liberal/absolutista descrita a veces en la
22 A.FIESTAS LOZA, Codificación procesal y estado de la administración de justicia, op. cit., p. 416.
23 B. SCHAAPER, Voies nouvelles en histoire du droit, la justice, la famille, la répression péna-
les (XVI-XX siècles). Presses Universitaires de France, París,1999.
24 F. MARTINEZ, “Un ejemplo de omisión historiográfica: las ordenanzas para todas las
Audiencias de 1822”. VVAA, “La administración de justicia en la historia de España”, Actas
de las III Jornadas de Castilla-La Mancha sobre Investigación en Archivos, Guadalajara, 1998, pp.
1061-1074.
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crisis del Antiguo Régimen. Las causas judiciales de esta época de crisis,
cambio y transición están llenas de señales de la diversidad en que se vieron
sumidos los asuntos legales, rodeados de conflictos de competencias por el
control del orden público, señalando la sucesión de tribunales y asuntos
confundidos y separados entre la jurisdicción real por vía ordinaria, la uni-
versitaria, la militar, la eclesiástica..... En ellas no sólo se puede apreciar el
trasfondo de intereses corporativos, sino también el nuevo horizonte de los
negocios y las oportunidades, generados al transferir de un Estado, en plena
redefinición y sin medios, la gestión de numerosos asuntos a los municipios.
Este fue el momento álgido de una doble problemática de ruptura le-
gal: una con la unificación de fueros y otra de orden temporal, relaciona-
das ambas con la dificultad del régimen liberal para depurar realmente la
maquinaria judicial absolutista, la base teórica de la codificación pero tam-
bién su base humana, la del alcalde, el corregidor, los jueces y los apodera-
dos, sus privilegios y sus procedimientos para mantenerlos. Buena prueba
de ello fueron los expedientes judiciales inmediatos a la muerte del mo-
narca absoluto, buscando, con frecuencia, una revisión de todo el proceso.
Expedientes como el de la Audiencia de Madrid del 26 de agosto de 1835
por el que se condenaba a 50 ducados a Natalio Luis e Isidoro Rodríguez,
antiguos alcalde y secretario de Velada (Plasencia), por “malos usos” en la
causa que iniciaron contra Zacarías Callejo, sospechoso de robo, y muchos
otros que cabrían dentro de los vicios de corrupción denunciados por Me-
léndez Valdés en su discurso inaugural de 179125.
Así pues, en la crisis final del Antiguo Régimen las dificultades se multi-
plicaron en una Justicia basada en un complejo entramado personal, tejido
en sus múltiples jurisdicciones especiales, donde los jueces, sin normas pre-
vias para actuar, se basaban en las doctrinas jurídicas de las universidades.
Este entramado personificado en ciertas instituciones o “tribunales de fuero
común” con atribuciones tanto propiamente judiciales como gubernativas,
pronto se vio muy presionado por la base jurídica del liberalismo, como
máxima expresión de un sistema de concentración y sustentación de pode-
res con competencias económicas, judiciales, de policía y orden público, que
se extendieron y autonomizaron de tal forma que chocaron desde el princi-
pio con los intentos de reforma y unificación del despotismo ilustrado26. Sin
25 Archivo Histórico Provincial Toledo, Justicia, leg. 146/35. Se les acusa por cobrar al
sospechoso para “aliviar” su propia condena.
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embargo, ese tejido humano de relaciones personales y familiares, el de la
vieja fidelitas señorial, convirtió en escenarios fundamentales del nuevo edi-
ficio político-administrativo a los baluartes naturales de los justicias tradi-
cionales: los municipios, como los centros de poder más visibles ante los
cambios políticos del período.
Pasada la Guerra de la Independencia, y tras la abolición del régimen
constitucional, la restauración de los ayuntamientos fernandinos se hizo
efectiva. El Trienio Liberal volvió a afirmar el principio de separación de po-
deres, para lo que se hacía evidente la necesidad de desmontar el conglome-
rado municipal del Antiguo Régimen. Por un lado, se decidió mantener los
pequeños y crear ayuntamientos nuevos en poblaciones superiores a los
1.000 habitantes. De los nuevos desaparecía la figura del Alcalde Mayor y el
Corregidor, y se volvía al modelo de 181327, pero dadas las condiciones para
ser elector y elegible era prácticamente imposible que se produjeran grandes
cambios en la composición de los actores políticos. Lo importante es que la
Constitución de Cádiz había abierto la posibilidad de concebir y realizar
otro modelo de Ayuntamiento diferente al absolutista. En su organización y
carácter último, como pieza fundamental del diseño político del Estado, se
enfrentaron los distintos grupos del liberalismo, en un debate donde segu-
ramente se encuentren condensadas muchas de las expresiones de la cons-
trucción histórica del poder local hasta nuestros días.
En la “década ominosa” no se restauró la Inquisición pero sí se reorga-
nizaron los cuerpos de vigilancia y seguridad en lo que puede considerarse
un firme intento de policía estatal. La Superintendencia General de Policía
del Reino, creada en 1824 en línea con el fortalecimiento de las instituciones
policiales desde finales del siglo XVIII y las reformas técnicas de los gabine-
tes de Fernando VII, coexistió durante un tiempo en la persecución del deli-
26 J. SAINZ GUERRA, La administración, op. cit, p. 62. Pascual Madoz describió el funcio-
namiento de este sistema “...los intereses y la vida de los ciudadanos estaba encomendada en
primera instancia a corregidores y gobernadores de capa y espada, a quienes no se exigía el
estudio del derecho, ni otra garantía que el dictamen de un asesor letrado: menos inconve-
nientes ofrecía la institución de alcaldes mayores y tenientes corregidores, pero siempre con
el defecto de carecer los tribunales de primera instancia del oficio fiscal”. P. MADOZ,  Ma-
drid. Audiencia, Provincia, Vicaría, Partido y Villa, Madrid, 1848. Primera Edición facsímil José
Ramón Aguado Ediciones, 1981, p. 13.
27 C. De CASTRO, La Revolución liberal y los municipios españoles, Alianza, Madrid, 1979. J.
GARCIA FERNÁNDEZ, El origen del municipio constitucional. Autonomía y centralización en
Francia y en España, Instituto de Administración Local, Madrid,1983.
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to con la milicia militarizada, representada por los Voluntarios Realistas.
Cuestionada por el Ejército, que se sintió limitado y agraviado, la Superin-
tendencia en 1827 “pierde autonomía y pasa a depender de Gracia y Justicia,
desaparecían los Intendentes y se creaban los subdelegados provinciales,
cargo que quedaba agregado a las Audiencias y Chancillerías o los corregi-
dores, incluso a los gobernadores militares”28.
La pluralidad, que se desplaza en la práctica a ritmo desigual, quedó
sustituida plenamente en el panorama judicial diseñado en el liberalismo
gaditano desde el principio. La unidad jurisdiccional de la obra de Cádiz fue
representada en el sistema piramidal de tribunales desde cuya cúspide vigi-
laba el Tribunal Supremo, seguido de las Audiencias con competencias en
sus correspondientes territorios, en estos ejercían unos denominados jueces
inferiores. La Justicia, como bien conocía el alcalde de Cazalejas, se adminis-
traba en nombre del rey pero “la potestad de hacer aplicar las leyes en las
causas civiles y criminales que reside en los Tribunales establecidos por la
ley” correspondía, según la Constitución, al Tribunal Supremo29. 
En la organización político-administrativa diseñada por la Constitución
de Cádiz y, a modo excepcional, puesto que a lo largo del siglo estas cuestio-
nes se resolvieron por leyes ordinarias, las instituciones locales fueron piezas
esenciales de reforma. Se dispuso que por vez primera los Ayuntamientos
fueran elegidos por un sistema de sufragio universal indirecto, rompiendo el
principio de representatividad perpetua del Antiguo Régimen. El siguiente
escalón administrativo, la Diputación, mediaba entre los ayuntamientos y el
Jefe Político, designado ya por el poder central. Esta estructura política dise-
ñada en el primer liberalismo fue la base sobre la que asentó todo el ordena-
miento posterior mediante, principalmente, tres decretos que estudió Miguel
Ángel Aparicio: el Reglamento de las Audiencias y Juzgados de Primera Instancia,
aprobado el 9 de Octubre de 1812, las Reglas para que se haga efectiva la responsa-
bilidad de los empleados públicos, de 24 de marzo de 1813, y por último, el Regla-
mento del Tribunal Supremo de Justicia, aprobado el 13 de marzo de 181430.
28 J. JOVER, (dir), Historia de España Menéndez Pidal. T-XXX. Las bases políticas, económicas
y sociales de un régimen en transformación (1759-1834), Espasa Calpe, Madrid, 1998, p. 315.
29 B. CLAVERO,  Evolución histórica del constitucionalismo español, Tecnos, Madrid,1986,
p. 38.
30 M. APARICIO, M.: El status del Poder Judicial en el constitucionalismo español (1808-
1936), Universitat de Barcelona, Barcelona, 1995, p. 29.
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Una de las cuestiones, desde el ámbito judicial, que no se abordaron
hasta la profesionalización e inamovilidad de los jueces, además del status y
las competencias en la llamada justicia inferior, pero que más afectaron en la
construcción jurídica del orden liberal, fue la difícil tarea de llevar a cabo la
división de poderes. Esta cuestión, resulta bastante esclarecedora en los mo-
vimientos del liberalismo en el siglo XIX, su concepción y realización del Po-
der. Sobre esta cuestión,  entre  la división de poderes y el llamado poder
efectivo, real, se ha hablado desde los estudios constitucionalistas de “libe-
ralismo emergente y liberalismo consolidado”31. Manteniendo una raíz tem-
poral más que teórica de ambos momentos, el problema de localización y
ejecución del poder directo existió desde Cádiz, estableciéndose un sistema
de relación-dependencia entre el Poder Judicial y el resto de los “Poderes
del Estado”.
De la “vía emergente” se llegó pronto a la necesidad de reforma del Es-
tado, a través del diseño de los mecanismos políticos y su implantación  te-
rritorial y administrativa. Para ello resulta imprescindible valorar la relación
entre el poder central y el local en torno a la figura del Jefe Político, más tar-
de llamado Gobernador Civil, como único conducto de comunicación entre
los Ayuntamientos y las Diputaciones, y entre éstas y el Gobierno. Las Cor-
tes de Cádiz definieron sus amplias competencias regionales en la Instruc-
ción para el Gobierno económico-político de las Provincias de 1813, pero fue la re-
forma administrativa provincial de Javier de Burgos, que entroncaba con
esas medidas del despotismo ilustrado antes aludidas como precedentes de
la transición jurisdiccional, la que concentró mejor esos ámbitos y sus pro-
pias funciones32. Por el Real Decreto de 23 de Noviembre de 1833 se creaban
los subdelegados de Fomento, quedando asegurada así la presencia de dele-
gados del poder central en todo el territorio de forma continuada hasta
nuestros días, con amplias atribuciones sobre la vida, el orden público y eco-
nómico provincial. 
La tesis uniformista33de realización de un modelo de poder central para
derrocar definitivamente al Absolutismo, apoyándose en la figura del Go-
bernador Civil ofrece efectivamente  líneas de continuidad en el diseño del
Estado:
31 M. APARICIO, op. cit., p. 40.
32 R. CARR,  España, 1808-1975, Ariel, Barcelona, 1988, p. 161.
33 M. ARTOLA,  Antiguo Régimen y Revolución Liberal, Ariel, Barcelona,1983.
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A) Uniformidad (con excepción de las Provincias Forales; Ley de 25 de
Octubre de 1839).
B) Gobierno: control jurisdiccional de la legalidad, de tutela y fiscaliza-
ción administrativa sobre las Diputaciones y Ayuntamientos.
C) Jerarquización de los delegados gubernativos y de las autoridades lo-
cales; así el Jefe Político o Gobernador Civil era Presidente de la Dipu-
tación Provincial, el alcalde, además de jefe de la Administración mu-
nicipal, era delegado del Gobierno subordinado al Gobernador Civil.
D) Delegación de competencias administrativas por las que las corpora-
ciones locales asumían funciones estatales, cubriendo las insuficien-
cias de la Administración y de la Hacienda del Estado.
La creación de la infraestructura periférica gubernativa (jefe político o
gobernador civil) desempeñó un papel fundamental en la superación del
Antiguo Régimen, pero también en la conservación posterior del nuevo or-
den jurídico y socioeconómico, nutrida y envuelta progresivamente en el
universo local que acabó por proclamarse imprescindible para el sosteni-
miento político, electoral y policial del Gobierno de turno34.
Uno de los lugares donde las reformas tuvieron mayores problemas pa-
ra llevarse a cabo fueron las cárceles.  Buena parte de las dificultades para la
consecución de la nueva idea de la pena en un sistema penitenciario moder-
no, se encuentran en la definición del modelo del propio poder judicial35.
Termina la década moderada en materia penitenciaria con la aprobación
trascendental de la Ley de Prisiones en 1949, tras el amplio abanico de penas
privativas de libertad que disponía el Código Penal. Lo que se dispuso en
relación a los jueces, en el último título de la Ley, fue su derecho a “visita” a
las prisiones, pero únicamente para comprobar el cumplimiento de conde-
nas. 
La correspondencia del 14 y 15 de julio de 1849 del Gobernador Provin-
cial de Madrid señala fielmente el camino de este apoyo decidido al poder
ejecutivo delegado frente a las atribuciones judiciales. Es difícil separar las
visitas penitenciarias de un aspecto técnico-legal, pero era indudable su ca-
rácter simbólico y formal dentro de la pugna por las garantías jurídicas. Sin
embargo, es en un acto público, como una procesión presidida por la corpo-
34 A. CAJAL VALERO, El Gobernador Civil y el Estado Centralizado del siglo XIX, Ministe-
rio de Administraciones Públicas, Madrid, 1999, p. 208.
35 C. GARCÍA VALDÉS,  La ideología correccional de la reforma penitenciaria española del si-
glo XIX, Edisofer, Madrid, 2006.
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ración municipal, donde la actitud protocolaria, ante la comunidad rozando
casi el ritual, se destina a hacer valer la posición política y social. El domingo
de Cuaresma era costumbre dar la comunión a los presos, seguida de una
comida a la que asistían las principales autoridades provinciales. Normal-
mente, la lista del presidio de Alcalá la realizaba el alcalde, pero ese año de
1849 el juez se adelantó. “Supe después que este señor había dirigido oficios
a la autoridad eclesiástica, al cura párroco, a la Guardia Civil para el piquete
y en fin, que se disponía a tomar cuantas disposiciones para esta ceremonia
sin contar mi persona de acuerdo al menos con atención por el que como Je-
fe Civil, Alcalde-Corregidor y Presidente de la Junta de Partido correspon-
de”36. 
Con las medidas moderadas, los jueces fueron expulsados del control
interno de las cárceles, sustituyendo las visitas judiciales por informes al Je-
fe Político o Gobernador.  En pleno contexto del reforzamiento del poder
político en los asuntos carcelarios, la visita penitenciaria cambió respecto de
la judicial. Por delegación se nombraba un comisionado con el visto bueno
del Gobernador, esto es, se seguía el conducto Ministerio-Gobernador-Al-
calde; estos últimos volvían a llamarse alcaldes-corregidores. 
4 . VIEJOS Y NUEVOS JUSTICIAS
Otros casos judiciales, uno por robo, otro por falsificación de monedas
y, el último, por un delito de lesiones, que tuvieron lugar también a medio
camino entre el régimen liberal y el absolutista, permiten conocer más as-
pectos de ambos lados de la Justicia, de mundos opuestos en la concepción
soberanista y en el diseño del Estado, pero también en la formulación del
proceso judicial y sus garantías. El veinte de febrero de 1821 se instruyó la
causa por el robo de una casa; las primeras diligencias correspondían al al-
calde, esta vez constitucional, que mandó detener a una sospechosa “que iba
de tránsito y portaba numerosas alhajas” que coincidían con las desapareci-
36 Archivo Municipal Alcalá Henares. Leg. 148/3. donde sigue: “Resentida mi autoridad
por este desaire y volviendo por el decoro cual es mi deber, pasé un oficio al señor vicario
eclesiástico para que se suspendiera la salida de SM. Tomada ya la iniciativa me propuse des-
de luego que se celebrase esta solemne ceremonia el domingo último para lo cual me dirigí a
las autoridades y jefes militares respectivos, invité a la hermandad sacramental de la parro-
quia para que acompañara al Santísimo; el resultado es que según opinión general no he vis-
to nunca procesión tan lúcida y de tan brillante acontecimiento”.
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das, pero la sentencia la dictó el juez y no el alcalde corregidor. Las diligen-
cias describen a “una mujer que venía en un carro catalán que dijo llamarse
Francisca Mayor, soltera, natural de Valencia, que se dirigía de Madrid a
Barcelona en un carromato en el que llevaba su equipo”. El auto judicial,
donde terminaban las atribuciones del alcalde, ordenaba “que se pusiese a
la susodicha en la cárcel” 37.
En otra causa por un delito de falsificación de moneda estuvieron impli-
cados varias personas: Andrés Segorve, de Alicante, de 41 años y mozo de
cuerda, “por haber expedido dos duros falsos y cuatro más que le encontra-
ron de la misma clase”. También los hermanos Juan y Alejandro Torregrosa.
Y por último, Bautista López. Los cuatro se habían declarado “carruajeros”
y estuvieron en prisión tres meses, de la que salieron bajo fianza, por haber-
los encontrado la misma noche con siete duros, reconocidos todos ellos por
Juan Romero, “platero de oficio”. 
El proceso judicial se hacía más complicado en función del número de
participantes aunque todos pertenecieran a la jurisdicción ordinaria. En la
reconstrucción de los hechos se nombraron al menos once personas, milicia-
nos, alguaciles, militares, arrieros, y de fondo una posada. “Juan Segorve
llegó a la Corte, en cuya ciudad se hospedó en casa de un amigo y envió a la
mujer de éste a la posada para que comprase aceite y otras cosas. Al efecto
del duro que cogió, la posadera le dijo a esta que pesaba poco y que iba a en-
viar por el alcaide”38. 
En esta causa se muestran los atributos de las autoridades e implicados
en el control del orden público en pleno Trienio Liberal. Pero aunque fueran
constitucionales, seguramente no repararían en diferencias sustanciales con
los corregidores y alguaciles del absolutismo. El delito se había producido
en época fernandina. La diferencia teórica, además de los principios consti-
tucionales, estaba en las atribuciones que perdían los alcaldes en favor de
los jueces, en el contexto de pugna con el conglomerado de apoyos del abso-
lutismo. La línea divisoria entre las atribuciones de unos y las funciones de
otros era muy frágil. Había testigos, declaraciones, peritos y encierro en la
Cárcel Nacional hasta el momento en que pasaran a disposición judicial,
donde con cierta nitidez se apreciaba el esfuerzo liberal por mantener claras
37 AGA. Justicia. Leg. 14069. En la labor de describir y valorar lo que llevaba Francisca
debieron invertir cierto tiempo pues ocupó cuatro páginas de la causa. El valor de las ropas y
alhajas de su equipaje fue de 18.366 reales.
38 AGA Justicia. Leg. 14069.
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las potestades judiciales, pero todo el proceso, a excepción de la sentencia,
estaba encaminado mucho antes, desde el momento en que llevaba un año
en prisión a la espera de juicio. Los arrieros, que estuvieron tres meses ence-
rrados, finalmente salieron bajo fianza. El juez consideró “por pena la pri-
sión sufrida”, pero para Segorve dispuso 8 meses de presidio correccional
en el Prado de Madrid39.
Otro caso criminal de oficio fue seguido “contra los que resulten culpa-
bles en las heridas causadas a Silvestre Martínez” y está extraído de las no-
tas que tomó Miguel Angel Morales Payán del Archivo Histórico Provincial
de Almería40. Todo comenzó la noche del 14 de enero de 1821 en que Silves-
tre Martínez recibió varias heridas en su pueblo de Almeria, Aldeire. Según
el auto, fue su mujer la que puso en conocimiento del “alcalde constitucio-
nal” Domingo Romacho tal situación, solicitando que se curase a su marido
y se averiguase lo ocurrido. Tras el correspondiente juramento por Dios y
ante un crucifijo comienza su declaración señalando que su marido llegó en-
sangrentado a la casa en compañía de Jesús Sánchez Río el cual le explicó
que estando ellos dos juntos con otros amigos conversando, su hermano
Juan les había tirado una piedra que impactó en la cabeza de Silvestre. 
Acto seguido, el alcalde y el escribano fueron a casa de Silvestre, al que
tomaron declaración. Aunque la suya sea bastante diferente a la de su mu-
jer, ambos coincidieron en señalar al autor de la agresión: Juan Sánchez del
Río. Cuando venía de la fragua, se encontró a los hermanos Sánchez Río,
quienes “le dijeron los convidara, a que les respondió que no tenía dineros”;
entonces Juan se marchó y él siguió hablando con Jesús con el que al final
acabó en un puesto de vinos. Al rato salieron a la calle y se cruzaron con
Francisco Bordajandi y Francisco Rueda que llevaban agarrado a Juan Sán-
chez con claros síntomas de embriaguez. Pero al verles, se enderezó y les
lanzó una piedra que impactó en su cabeza. Tras contestar negativamente a
si existía alguna desavenencia entre ellos, se realizó el reconocimiento médi-
co “que encontró síntomas de conmoción del cerebro seguidos a la ofensa”.
El alcalde pasó el expediente al licenciado Pedro Cañas advirtiéndole que
39 Para ampliar y comparar otros procesos: M. A. MORALES PAYAN,  La Justicia Penal
en la Almería de la primera mitad del siglo XIX. Universidad de Almería, 1998. G. GOMEZ BRA-
VO, Los delitos y las penas. La ciudad judicial y penitenciaria. Alcalá de Henares 1800-1900, Funda-
ción Colegio del Rey, Madrid, 2006.
40 Expedientes judiciales j.56, núm. 567. M. A. MORALES PAYAN,  La Justicia Penal en la
Almería de la primera mitad del siglo XIX. Universidad de Almería, 1998. Anexos, pp. 165-172
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“tanto el Juan como el Jesús han tenido varias causas por razón de ser hom-
bres ruidosos”41.  Llegamos al final del acto o mejor dicho, al final de las atri-
buciones del alcalde. Ese mismo día 20 el alcalde ordenó que se pasara a la
casa de Juan Sánchez para proceder al embargo de sus bienes y después fir-
mó el auto por el que se remitían estas diligencias al Juez de Primera Instan-
cia, “a quien le hago presente como al Juan Sánchez lo tengo por detenido
en su casa por no haber cárcel donde ponerlo” 42.
Se cubre entonces la primera mitad del siglo XIX con una estrecha rela-
ción de los alcaldes y la Justicia, tanto por la continuación de sus funciones
como por la imposibilidad del Estado de garantizar juzgados y cárceles de
primera instancia en todos los niveles en que teóricamente debía hacerlo. De
ahí que el Reglamento de las Audiencias y Juzgados de Primera Instancia, de 9 de
octubre de 1812, repitiese lo que ya advertía la Constitución de Cádiz en su
discurso preliminar sobre la dificultad de administrar justicia hasta que no
se establecieran los juzgados inferiores, por lo que seguía siendo necesario
que los alcaldes conociesen “los juicios de conciliación por injurias, las faltas
leves y el prendimiento de reos”. Hasta el decreto de 1834 de creación de los
partidos judiciales no se inició la separación de la función jurisdiccional de
la administrativa, materializándose dos de los logros de los constitucionalis-
tas de Cádiz: “la justicia letrada y la separación de poderes.” Con el decreto
de creación de los partidos judiciales se ordenaba el cese de las funciones ju-
risdiccionales de los alcaldes que debían remitir todos los procesos pendien-
tes a los jueces letrados de las cabeza de partido43.
Pero había muchos alcaldes como Maximino de Arambares. El 8 de enero
de 1835, el juez comisionado de Cerralbo (Andujar), decidió suspender todas
41 El 20 de enero comenzaron las declaraciones de todos los detenidos. Francisco Borda-
jandi, de 36 años, explicó que Jesús le dijo a su hermano Juan que se fuera a acostar, y este le
dijo “que se iría cuando quisiera”. Entonces, mediando la mujer de Juan, que ya se iba cayen-
do por el suelo, se unieron varios hombres para llevarle a casa. Al menos así lo expresó Fran-
cisco de Rueda. Cuando a su casa se dirigían se encontraron con los otros dos, y entonces,
despechado al ver que sí tenía dinero para convidar a su hermano y no para él, le lanzó la
piedra.
42 Unas trevedez, unas tenazas, cuatro sillas de cocina, una cantarera de tres asientos,
una mesa, un banco de coser suelas y una sartén, eran todos sus bienes.
43 J. MONTERO AROCA, “La justicia municipal”, Revista de Derecho Judicial, núm. 51-52,
1972,  pp. 91-92. Hasta el Real Decreto de 22 de octubre de 1855, con la creación de los juzga-
dos de paz, los alcaldes de los pueblos no quedaron definitivamente desprovistos de compe-
tencias jurisdiccionales. 
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las vistas e informar que el antiguo regidor se negaba a desalojar la Casa Con-
sistorial. Con el antiguo juez, José González, presenciaba todo el juicio, pero
ahora después de tomar declaración a un testigo sobre unas diligencias, se le
mandaba retirar. Humillado, aquel 8 de enero de 1835 contestó “que como Re-
gidor y Prior de este pueblo le había dado el Rey el Ayuntamiento y que a su
presencia tenían que declarar los testigos, a lo que añadió que era más que el
Señor Juez Comisionado y que nadie podía echarle fuera de la Casa Consisto-
rial”44. Este era literalmente el mundo de las resistencias puesto en pie; negán-
dose a ser desalojado, González se quedó allí hasta que el juez decidió mar-
charse. La nueva Justicia, al borde del agotamiento, terminó imponiéndose a
medida que las redes más obstruccionistas se descomponían. Sin embargo, el
período inmediatamente posterior, la llamada fase consolidada del liberalis-
mo, debe mucho a este proceso de transición y negociación, ya que las atribu-
ciones judiciales sobre los delitos menores y sobre ciertos asuntos civiles estu-
vieron repartidas entre jueces y alcaldes hasta entrada ya la Restauración.
Veamos lo que sucedió en el expediente de conocimiento del juicio verbal
contra Ricardo Gurriarán, comerciante, promovido por Ramón Arias, labra-
dor, sobre pago de 225 arrobas de hierba. Como todos los años, ambos queda-
ban en la estación de tren para entregarse la hierba, pero en 1896, el comer-
ciante no reconoció el peso del vagón de hierba y no pagó al labrador. El
problema se complicó al plantearse un conflicto de competencias entre los juz-
gados de Valdeberas y Villadecanes (León), ya que la entrega se realizaba en
la estación de tren de un término, mientras que el contrato verbal se realizaba
en otro. Como era de esperar, cada parte reclamaba la competencia de su juz-
gado y al final el Tribunal Supremo, órgano ya previsto desde los primeros
vientos liberales, reconoció al término donde se facturó la mercancía45.
Superada ampliamente la primera mitad del siglo, todavía  en muchos
casos de aparente problemática de competencias subyace la vieja cuestión
del reconocimiento de la autoridad, avivada con los cambios políticos y nor-
mativos. La complicada secuencia del año 1874, así lo atestigua. El 20 de ju-
nio, siendo ya manifiesto el agotamiento político de la República, con el Go-
bierno en plena crisis por la guerra carlista y una penuria presupuestaria
realmente grave, el alcalde de Iglesuela, una pequeña localidad toledana,
comunicó al juez del partido que a eso de las nueve de la mañana “se ha
44 Archivo Histórico Nacional, Interior, leg. 44/A.
45 AHN, Leg. 170/2, Tribunal Supremo, Recursos.
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acercado a mi autoridad, Dionisio Ordales, dándome cuenta de que Sebas-
tián Herrador, su vecino, le había estropeado con 8 o 9 vacas, el centeno que
tiene sembrado46”. Ante su presencia, Herrador dijo que era cierto, “pero
que sólo habían sido dos de las vacas”, dato importante si se tiene en cuenta
que lo previsto para estos casos era una peseta por vaca.  
Parece ser que en ese instante Herrador cambió de tono y desobedeció
al alcalde, aunque a este le molestó más que nada que no reconociera su car-
go, su potestad y presencia como ley: “desoyendo mi  mandato, desacató mi
autoridad con palabras indecorosas y manifestando a la vez que le importa-
ba poco y que no pagaría la multa, ni cien multas que se le impusieran, y
que se “frotaba” en mi autoridad. En este motivo ordené fuese arrestado y al
llegar para entrarle en la cárcel, me manifestó que no le daba la gana, que se
“ciscaba” en mi autoridad y que para nada la reconocía, con cuya manifesta-
ción se marchó, sin saber adónde, burlando mi autoridad”47.  
El escrito se lo mandó al juez, ya que pidió que se instruyera causa criminal
contra el huido y “que no tuviera otro dormitorio que la cárcel”, el mismo que
tuvo Francisco Blázquez, la noche del 27 de enero de 1875, un recién depuesto
delegado provincial en Talavera. Apenas había pasado un mes desde el pronun-
ciamiento que precipitó el triunfo de la Restauración, cuando entró en un céntri-
co café de Talavera, “y sin que procediera cuestión alguna, amarró al mozo po-
niéndole un revolver al pecho e insultó a todos los que allí estaban,  diciendo que
se“esquiaba” en el alcalde, porque él era un representante de la provincia”48. 
El papel dado a los alcaldes en la Restauración fue muy superior al que
habían recibido hasta la fecha, ya que volverían a adquirir nuevas atribucio-
nes en las primeras diligencias en los asuntos penales, el conocimiento de los
juicios de faltas y los civiles de pequeña cuantía, junto a su participación di-
recta en el control y organización local de las elecciones. Pero problemas como
los anteriores no se terminaron hasta la regulación de los nombramientos de
los Jueces Municipales con la Ley de 1908 del Gobierno Maura. En 1882, con la
Ley Orgánica del Poder Judicial los Jueces de Paz pasan a ser  denominados Jue-
ces Municipales49 y el nombramiento de los alcaldes había sido solucionado,
como en otras cuestiones, mediante un “sistema híbrido”, ya que en principio
46 AHPT, Justicia, Leg. 156/42.
47 AHPT, Justicia, Leg. 156/42.
48 AHPT, Justicia, Leg. 156/44. 
49 Ley de 16 de diciembre de 1876 de reforma de las Leyes Orgánicas Provincial y Munici-
pal de 20 de agosto de 1870.
Derecho y poder. Desarrollo y obstrucción a la nueva justicia ... 179
ISSN: 1133-0937 DERECHOS Y LIBERTADES
Número 16, Época II, enero 2007, pp. 157-179
se mantenía el derecho de los Ayuntamientos a nombrarlos, pero el Gobierno
se reservaba la posibilidad de elegir los alcaldes de las capitales de provincia y
cabeceras de partido judicial, como el  que llevó a cierta disputa en el corazón
de Cantabria y que en 1895 aún seguía pendiente de informe del Consejo de
Estado. El alcalde de Redueña y su criado habían sido acusados de coger cua-
tro cargas de leña en la dehesa. Cuando el juez de Partido de Torrelaguna se
personó en la Casa Consistorial con la Guardia Civil no sólo se negó a abrir la
puerta,  sino que “puso de relieve el bastón municipal, dirigiendo al juez va-
rias expresiones indecorosas, diciendo que allí no era nadie”50.
Así pues, la Justicia moderna en la transición final del Antiguo Régimen debe
primero vencer las resistencias frontales de los viejos núcleos corporativos de re-
presentación privilegiada, para después enfrentarse a una dinámica lastrada por
la configuración política y administrativa del poder político y, por último, debe
esperar a que se produzca un cambio de mentalidad y una nueva regulación en
las atribuciones de los alcaldes y jueces de paz. Durante más de medio siglo, el de-
seo de construir un Poder Judicial como el diseñado en el liberalismo gaditano,
había chocado frontalmente con la realidad de penuria y falta de medios econó-
micos de un Estado en construcción. La precariedad de la Hacienda aceleró una
amplia gama de traspasos, de la beneficencia a la educación, pasando por el con-
trol del orden público, a los municipios, que acrecentaron su poder pero mucho
más sus gastos. La desamortización, que dotó materialmente la nueva arquitectu-
ra legal, simbolizó con precisión ese modelo llevado a cabo desde la cabecera de
los Partidos Judiciales. De ahí que los conflictos de competencias entre jueces y al-
caldes tuvieran una lectura de reconocimiento de sus figuras en el seno de la co-
munidad, como también otra próxima a la decisión moderada de establecer una
Administración de Justicia que siguiera los mismos conductos políticos. 
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